
Ibagué, 25 de julio de 2023 

 

 
SEÑORES: 

 

JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO DE IBAGUE (REPARTO) 

 
 

REF: ACCION DE TUTELA  

 

RESPETADO SEÑOR JUEZ (A) 
 

MANUEL ANTONIO GUZMAN persona mayor de edad, con domicilio y vecindad en la 

ciudad de Ibagué, Tolima. Identificado con cedula de ciudadanía número, 93.355.064 de 

Ibagué, Tolima  de Ibagué, Tolima, en mi condición de perjudicada directa, en el proceso 

de la referencia, de manera atenta y respetuosa manifiesto a usted que mediante el 

presente escrito que interpongo, ACCIÓN DE TUTELA POR VÍA DE HECHO 

ADMINISTRATIVA,  contra de la empresa, PIJAOS ASOCIADOS, contra del 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE IBAGUÉ, en contra de la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE IBAGUÉ, contra de PLANEACIÓN MUNICIPAL DE IBAGUÉ, contra 

de LA OFICINA, DE ESPACIO PUBLICO DE IBAGUE que por conexidad quienes 

vulneran mis derechos fundamentales, del DEBIDO PROCESO, DERECHO DE 

DEFENSA  de mi como peticionario y usuaria de la justicia y de la alcaldía municipal de 

Ibagué y los derechos consagrados en el preámbulo de la Carta y artículos 1º, 2º, 4º, 

5º, 13, 15, 16, 28, y  29,  en conexidad con la Dignidad humana, Garantía de 

efectividad de los principios y derechos consagrados en la Constitución, 

Primacía de los derechos inalienables de las personas, Irrenunciabilidad a los 

beneficios mínimos establecidos en normas civiles, y Derechos adquiridos 

conforme a las leyes sociales. Derecho al debido proceso, derecho de petición, etc.  

 
HECHOS 

 

PRIMERO: En primer lugar, manifiesto al honorable despacho que tanto los nosotros 
como demandante y el señor CARLOS HENRY ACOSTA FRANCO somos víctimas en 

atención que el señor demandante abuso de nuestra confianza y buena fe.  

 

SEGUNDO: realice un contrato de arrendamiento No.92 con el señor Álvaro Rodríguez 
Díaz representante legal de pijaos asociados LTDA en él año 208 con una duración de 

24 meses renovables a partir del 15 de noviembre 2008 al 15 noviembre del 2010 con 

un área 700 metros cuadrados en la calle 19 vía al barrio calambeo y de por medio el 

caí Paz y carretera de por medio del predio vía al INEM y por el otro costado también 
con carretera vía al colegio INEM de la ciudad de Ibagué con un canon mensual de $ 

990.000 novecientos noventa mil pesos m/cte repartidos de la siguiente manera 900.000 

para el representante legal Álvaro Rodríguez Díaz y 90.000 mil pesos de IVA por usó 

comercial entre la empresa PIJAOS ASOCIADOS representada por el señor ÁLVARO 

RODRÍGUEZ DÍAZ con quien se firmó el contrato de arrendamiento INICIAL. El segundo 
contrato fue firmado con la señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA y el señor MANUEL 

ANTONIO GUZMÁN BERNAL Y la señora, MERCEDES SOTO DE CARO como 

coarrendataria del señor MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL Y como fiador el señor 

CARLOS HENRY ACOSTA FRANCO. 
 

TERCERO: La señora, MERCEDES SOTO DE CARO identificada con cedula ciudadanía 

No. 38.243.560 de Ibagué, nunca acepto el contrato de arrendamiento, ya que no 

aparece su firma en la aceptación del contrato, y aparece una posible autenticación de 
la notaría tercera de Ibagué, donde supuestamente la señora firmo dicho contrato por 

el respaldo mas no en el sitio de la firma, señor juez ni siquiera la cédula de la señora 

MERCEDES SOTO coincide  al final del contrato de dónde debería haber firmado aquí hay 

un posible Fraude de contrato. 

 
CUARTO: Yo MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL identificada con cedula 

ciudadanía No. 93.355.064 de Ibagué, fue requerido por el municipio porque sotana 

ocupando el espacio público, y se hizo acreedor de una multa de tipo pecuniaria.  

 
QUINTO: El día 10 de marzo de 2015 fuimos citados a las instalaciones de la cámara 

de comercio de la ciudad de Ibagué para agotar una conciliación con el suscrito, MANUEL 

ANTONIO GUZMÁN BERNAL, y el señor, ALVARO RODRIGUEZ DIAZ representante de 

PIJAOS ASOCIADOS LTDA y CARLOS HENRY ACOSTA FRANCO (fiador), ANDREA 



CAROLINA VÁSQUEZ GUZMÁN, MERCEDES SOTO DE CARO, en las instalaciones de 

la cámara de comercio de Ibagué el día 10 de marzo del año 2015.  

 
SEXTO: El lote en mención se encuentra ubicado en la calle 19 No.8ª -22 vía Calambeo 

San Jorge de la Ciudad de Ibagué, y el contrato inicial de arrendamiento tenía una 

duración de 2 años a partir  del día 15 de noviembre del 2008, hasta el 15 de noviembre 

del 2010 con un canon mensual de $ 990.000 pesos repartidos de la siguiente manera 
$ 900.000 pesos del canon de arrendamiento y $ 90.000 pesos valor del IVA comercial 

tarifa de impuestos a las ventas por arriendo comercial ley 788 del 2002 articulo 35 y 

tendría aumento anual según la ley antes mencionada 

 
SEPTIMO: Pasados los días el contrato de arrendamiento se dio por terminado de parte 

del arrendador, y hubo incumplimiento del contrato por el lanzamiento que del que fui 

objeto de parte de la junta de acción comunal del barrio calambeo y el señor, de nombre 

RUFINO presidente de la junta, de acción del barrio Calambeo me deben de responder 

por los daños y perjuicios ocasionados en el desalojo. 
 

OCTAVO: Si se mira que estos predios son del municipio de Ibagué y son bienes públicos 

ya que le cruza un separador de vía de la avenida calambeo y vía al colegio Inem  y fui 

desalojado por la policía nacional y se me informa que tengo que presentarme con el 
señor ÁLVARO RODRÍGUEZ DÍAZ para que lleve la documentación del predio 

demostrando qué él predio es de su propiedad para que  yo pueda seguir laborando, 

acto seguido me dirijo la oficina del señor, ALVARO RODRIGUEZ DIAZ  y este señor 

me informa que la policía lo está requiriendo y en esta misma conversación el Señor me 
dice que no me preocupe que me deja ingresar en otro lote y que no nos pongamos a 

pelear con la ley. 

 

NOVENO:  en esta reubicación del lote me toco sufragar gastos de e maquinaria  para 
el movimiento de tierra, la maquinaria amarilla que contrate de mi pecuniaria  y mano 

de obra, y el señor ÁLVARO RODRÍGUEZ DÍAZ me manifestó que él me iba a 

responder por  el traslado a otro lote, Y efectivamente el traslado al otro lote se realizó 

enseguida del restaurante, El Pulpo donde el señor, MIGUEL ANTONIO PARRA 

CONTRERAS  era el dueño del restaurante al lado de una cancha de tejo que existía 
también en el sector, ahí se llevó a cabo la construcción de la cancha deportiva y con el 

mismo contrato número 92 con la nomenclatura de la calle 19 número 8ª- 22 me 

traslado a este sitio, pero es de tomar en cuenta que con el mismo contrato trabajé 

durante 6 meses en ese sitio sin modificar la nomenclatura o el contrato inicial. 
 

DECIMO: transcurridos los 6 meses de estar en dicho lote el día 11 de Julio del año 

2013 se me presento la Señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA, y me informa que 

pase a la oficina del señor, ALVARO RODRIGUEZ DIAZ para firmar un nuevo contrato 
de arrendamiento del predio Dónde estaba ubicado porque de ahí en adelante tenía que 

seguir pagándole el arriendo del nuevo lote en donde me habían ubicado y la señora, 

OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA, me informo que debía firmar un nuevo contrato de 

arrendamiento nuevo porque ese predio le pertenecía a ella. me dirige a la oficina de la 

Señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA y estaba el señor, ÁLVARO RODRÍGUEZ 
DÍAZ y me realizaron la entrega del nuevo contrato de arrendamiento número 013 de 

fecha 13 de marzo del año 2014 contrato del  inmueble donde me reubicaron y con 

destino comercial número 013 quien figura como arrendataria la  señora OLGA LUCIA 

RIOS ARBOLEDA, identificada con cedula de ciudadanía número  38.259.222 de Ibagué 
y como arrendatarios, MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL, CARLOS HENRY 

ACOSTA FRANCO, ANDREA CAROLINA VÁSQUEZ GUZMÁN y MERCEDES SOTO DE 

CARO, en el lote ubicado en la calle 19 número 9-89 vía calambeo con una duración de 

12 meses desde el 01 de julio del 2009 hasta el 01 de julio del 2010 con un Canon de 
arrendamiento de $950.000 pesos. Pagaderos los primeros 5 días de cada mes. 

 

DECIMO PRIMERO: de todos estos hechos Quiero hacer la siguiente aclaración al 

contrato 92, ya que ese contrato nunca me lo dieron por terminado y dicho contrato 
tenía una duración de 2 años del 2008 al 2010, tiempo en el cual no se dio por terminado 

fui desalojado del predio porque era un SEPARADOR DE VÍA porque la empresa, 

PIJAOS ASOCIADOS LTDA vuelven arrendar ese mismo predio al Señor, LUIS 

ALFONSO BARRAGÁN MESA para un vivero. Ese contrato se llevó a cabo el 01 de 

marzo del 2010 hasta el 01 de junio del 2010 y cada tres meses estaban arrendando 
dicho predio con un costo de $350.000 pesos mensuales no entiendo porque si la 

dirección de donde me desalojaron es calle 19 número 8ª- 22 calambeo con los mismos 

parámetros le arriendan al Señor, LUIS ALFONSO BARRAGÁN MESA para un vivero 

con una dirección diferente al predio que yo tenía con el contrato 92 siendo el mismo 
lote y ubicación. 

 

 



DECIMO SEGUNDO: Requiero aclaración de la siguiente Dirección de la calle 19 número 

11-09 vía San Jorge, ya que no comprendo cómo hacen esas nomenclaturas para poder 

arrendar terrenos que CLARAMENTE son predios del estado, como siempre me dijeron 
que el lugar donde tenía la cancha por segunda vez era un separador de vía, me gustaría 

saber cómo hacen esas nomenclaturas los señores de la empresa PIJAOS Y 

ASOCIADOS LTDA y la señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA. Y el señor, LUIS 

ALFONSO BARRAGÁN MESA, en un claro fraude con predios de propiedad del 
municipio de Ibagué de estos hechos ya cono c e la fiscalía general de la nación. 

 

DECIMO TERCERO: tenemos que para el día 6 del mes 11 del 2015 fue interpuesta 

demanda ejecutiva de terminación del contrato de arrendamiento firmado desde el 
primero de julio del año 2009 hasta el 1 de julio de 2010, siendo demandados nosotros 

MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL, CARLOS HENRY ACOSTA FRANCO, ANDREA 

CAROLINA VÁSQUEZ GUZMÁN Y MERCEDES SOTO DE CARO quedando dicha ejecución 

el juzgado segundo civil municipal de Ibagué y con radicado nuneron2015-0000482 

 
DECIMO CUARTO: después de interpuesta esta demanda,  en nuestra cintra  en día 17 

de julio del 2015 me llega una notificación del decreto 640 del 37 de la Secretaría de 

Gobierno grupo de espacio público de control urbano donde me manifiesta en dicha 

comunicación que estoy vinculado en un proceso por invasión de espacio público porque 
en los predios sujetos de arrendamiento, invadí una zona verde que es una doble Calzada 

en la vía a calambeo y soy acreedor a una multa de parte de esta entidad  con ocasión 

del decreto 640 numero 37 emitido por la secretariado espacio público del municipio de 

Ibagué. 
 

DECIMO QUINTO: de estos hechos de que se acusa la señora, OLGA LUCIA RIOS 

ARBOLEDA, tenía conocimiento que este predio estaba ubicado en una doble Calzada 

yo no entiendo porque el municipio de Ibagué, y si oficina de espacio público de Ibagué 
tenían conocimiento de que estos predios pertenecen al municipio de Ibagué en una 

clara OMISION de parte de los funcionarios que tenían conocimiento de estas 

anomalías, tal y como me perjudicaron a mí también fueron perjudicados los propietarios  

del restaurante el pulpo, el propietario de la de la cancha de tejo, el señor de la cancha 

de Gol 5, el señor del asadero de carne la esquina, todos aparecemos en invasión de 
espacio público y  todos fuimos desalojados por invasión al espacio público de parte de 

la alcaldía municipal de Ibagué dirección de espacio público. 

 

DECIMO SEXTO: Solicito que la señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA, le explique 
a su despacho de porque ella en asocio con otras personas arriendan predios que son 

del gobierno en un claro y abierto fraude ya que esta conducta de que raya con el código 

penal. 

 
DECIMO SEPTIMO: en sendos  memoriales que le he radicado al  señor juez segundo 

civil informándole de  todas estas anomalías, y el señor juez  segundo civil municipal de 

Ibagué ha hecho caso amigo a todas las falencias de este proceso como son la 

inexistencia de contrato, arrendamiento de lote del municipio, la no firma del contrato 

de arrendamiento de parte de la señora, Mercedes Soto de Caro, el Peritazgo hecho por 
el SEÑOR, JAIME FLORIAN  POLANIA, .sin estar facultado para hacer avalúos en la ciudad 

de Ibagué, y demás falencias del proceso que el señor juez segundo civil municipal de 

Ibagué ha hecho caso omiso. 

 
DECIMO OCTAVO: en auto de fecha 2023-05-11 se fijó fecha de remate para el día 2 

de agosto de 2023 para llevar a cabo la diligencia de remate del bien inmueble. 

 

DECIMO NOVENO: De otra parte, el señor secuestre, JAIME FLORIAN POLANIA quien 
hizo la diligencia de secuestro el año 2017 no estaba habilitado para hacer diligencias 

de secuestro en Ibagué, como tampoco cuenta con la póliza para realizar dicho proceso 

de embargo y lanzamiento. (.SE ANEXA CERTIFICADO). 

 

      MOTIVOS PARA IMPETRAR LA ACCIÓN DE AMPARO  

De acuerdo con los hechos que adornan la acción de amparo constitucional, los motivos 

y fundamentos que conllevan a solicitar el amparo de mis derechos constitucionales, son 

los siguientes:  

 

 

 

 



              -Dignidad humana y solidaridad como principios fundamentales 

  

1. Los principios de solidaridad y de respeto a la dignidad humana se constituyen en 

elementos esenciales sobre los cuales se soporta el concepto de Estado social de 

derecho, e implican la necesidad de brindar una especial protección a quienes por su 

condición se encuentran en circunstancias de vulnerabilidad. Esto impone a las 

autoridades unos deberes de ineludible cumplimiento con el propósito de procurar la 

realización material de los derechos individuales y de alcanzar las finalidades sociales 

del Estado.  

 

 

2.- El derecho que tienen las personas a la protección constitucional especial, LA 

JURIPRUDENCIA CONSTITUCIONAL, ha reiterado la especial protección que el 

estado debe proporcionar a las personas y a la propiedad privada, como sujetos de 

especial protección el Estado debe, como parte de sus obligaciones constitucionales velar 

por el cuidado de las personas que padezcan enfermedades, a pesar de que el deber 

primordial de solidaridad se encuentra en cabeza de la familia y por ello debe contar con 

una política pública de cuidado, protección e integración.  

 

3°. Dado que las decisiones proferidas por el señor juez segundo civil municipal de 

Ibagué, la empresa PIJAOS ASOCIADOS. La oficina de planeación municipal de Ibagué 

y la oficina de espacio público de Ibagué me han violado flagrantemente mis derechos 

constitucionales, como son el derecho del debido proceso y derecho de petición y el 

derecho de defensa y por lo que no cuento con otro medio de defensa judicial para 

defender mis intereses y derechos, acudo a esta acción.  

4°.Si bien es cierto, que la acción de tutela no se encuentra entronizada como 

mecanismo que sustituya las acciones ordinarias, no menos cierto es, que la misma 

deviene cuando las decisiones tomadas por el juzgado segundo civil municipal de 

programar fecha de remate del bien inmueble de propiedad del también demando LUIS 

HENRY ACOSTA, son injustas y contrarias a  derecho y ahora bien por unas decisiones, 

de estos despachos judicial y de la conducta OMISIVA de la alcaldía de Ibagué, la oficina 

de planeación municipal y la oficina de espacio público se le está posiblemente  

desarraigando de un inmueble de propiedad del señor CARLOS HENRY ACOSTA que el 

señor consiguió con mucho sacrificio por más de 15 años de duro trabajo , y con una 

propiedad de más de 20 años, de tradición ocasionándome problemas de índole 

económico con el señor, por ser esta  una propiedad del municipio de Ibagué porque es 

un separador de la vía a calambeo,  con este  problema más grave son las maniobras 

sistemáticas del  despacho judicial el juzgado segundo civil municipal de Ibagué  y la 

oficina de planeación municipal de Ibagué  y la oficina de  espacio público de Ibagué. 

VÍA DE HECHO 

En reiterados pronunciamientos de la Corte Constitucional, el alto tribunal ha señalado que la vía de 

hecho por defecto sustantivo ocurre cuando la providencia judicial o la decisión administrativa, 

encuentra sustento en una norma que no es aplicable como lo es este caso al caso, ya que existe una 

omisión manifiesta de las dos entidades  al no aplicar las normas que corresponden al caso concreto 

o cuando se elige por el operador aplicar las normas menos favorables para las personas, y nunca se 

han manifestado ante el juzgado para informarle que este predio motivo de esta demanda es un predio 

público, que es el separador de una vía. 

Asimismo, la Corte Constitucional ha precisado que la vía de hecho supone un acto grave que hace 

evidente una absoluta y protuberante desviación del derecho. Además, que se configura tal figura de 

manera excepcional cuando el juzgador o el operador administrativo ante pruebas claras y 

contundentes que manifiestamente muestran una realidad objetiva profiere una providencia contraria 

al derecho. Asimismo, deviene la vía de hecho, cuando 4l señor juez segundo civil municipal de 

Ibagué se apoya en normas evidentemente inaplicables Como lo es que se quiera aplicar un 

mandamiento de pago de un predio inexistente jurídicamente por que al ser del municipio un 

separador de una vía no sería de explotación de terceros Como el caso que aquí nos ocupa y que las 

entidades se no se han pronunciado al respecto. 



Para el caso concreto de la presente acción, considero, que se incurre en vía de hecho judicial por las 

entidades accionadas mediante los actos enunciados en los hechos de esta acción, de esta manera se 

observa que fue violado el debido proceso y el derecho de defensa y por lo que, es de sana lógica 

inferir, que la vía de hecho se presenta de manera evidente por defecto sustantivo. 

En suma, los despachos aquí accionados incurren en la vía de hecho pregonada, que no puede ni debe 

ser permitida en aras de la defensa de la Constitución Política, la cual nos gobierna y cubre con su 

manto los derechos fundamentales constitucionales, menoscabados por la omisión manifiesta de los 

aquí  accionados al no tener en cuenta los derechos fundamentales que tienen las personas a el derecho 

al debido proceso y al derecho de petición. 

LA CARTA POLÍTICA DE 1991 

La Constitución Política de Colombia como norma de normas o ley de leyes de laya superior, implica 

inexorablemente la existencia de un orden jurídico que es en sentido elíptico la estructura o arco toral para no 

caer en la barahúnda y vacío legal y, por ende, obligar tanto a los gobernantes como a los gobernados porque 

se aplique verdaderamente la legalidad. De ahí, que para nadie es ignoto que la Carta Política, tiene un Status 

que contempla ciertas categorías, verbigracia, del ESTADO SOCIAL DE DERECHO, el cual determina 

principios y criterios fuente creador de una legalidad soportada en la dignidad humana, otros principios y 

derechos de rango constitucional. 

En este orden digamos, que los principios fundamentales en los cuales está soportada la estructura jurídica de 

nuestra Carta de derechos, son mandatos indiscutibles de optimización, que en el caso de la acción incoada, 

propenden por que se de aplicación a la ley de leyes, cuando la conducta de los gobernantes o sus cuerpos 

colegiados es a todas luces incompatibles con normas jurídicas o disposiciones jurisprudenciales que se 

encuentran entronizadas como mandatos imperativos en nuestro Estado de Derecho. 

Por ello, los jueces de tutela encargados por mandato constitucional de velar por que se cumpla con lo ordenado 

por nuestro Estatuto superior, están en el deber de proteger de manera indefectible e improrrogable a aquellas 

personas que han prestado sus servicios al Estado colombiano como empleados dependientes, para que no se 

les vulnere ni conculque sus derechos fundamentales constitucionales, ya sea, por la conducta desplegada por 

las autoridades debidamente constituidas o por los funcionarios que actúen en su nombre y representación. De 

ahí que, surge la obligación de los gobernantes de aplicar en el caso en concreto los postulados básicos de la 

Carta, por cuanto se encuentran sometido a su conocimiento el principio constitucional de la primacía de los 

derechos inalienables de las personas, aún, por encima de disposiciones legales o reglamentarias que chocan 

abiertamente con el espíritu de la Carta. 

Ello es así, por cuanto de la decisión tomada por el juzgado segundo civil municipal de Ibagué,  y de la cual se 

pregona la vía de hecho en que se incurre, se desprende, el que se desconoce por las autoridades judiciales y 

administrativas, que ellos están compelidos primeramente en sus providencias a dignificar y de contera aplicar 

en sus decisiones los postulados, principios y derechos que trae la Constitución Nacional, los cuales parten sin 

lugar a dudas o equívocos de la dignidad de la persona y de los derechos inalienables que la arropan, con el fin 

de precaver y asegurar a los asociados no sólo el derecho primario a la vida, sino también, a la convivencia, el 

trabajo, la justicia, la igualdad, etc., todo ello, dentro de un marco jurídico justo para garantizar un orden 

político, económico y social basado en la justicia.  

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 Derecho a la protección por parte del estado de las personas. 

Se viola y vulnera este derecho fundamental con creces por la decisión tomada por el 

juzgado segundo civil municipal de Ibagué y la conducta de la oficina de planeación 

municipal de Ibagué y la oficina de espacio público de Ibagué jurídico en una conducta 

OMISIVA de parte de estas entidades. 

Considero con el debido respeto, que con la violación del derecho que tengo  por ser una 

persona de bien sin problemas jurídicos ni  y  al  obligarme  a pagar una deuda de 

arriendo que es ILEGAL por ser un bien público y al no dar aplicación de las leyes y por 

todas las falencias del proceso y  por conexidad, se vulneran también los derechos 

fundamentales atinentes  en el preámbulo de la Carta y artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 13, 15, 

16, 28,  29, 31, 46, y  51,  en conexidad con la Dignidad humana, Garantía de 

efectividad de los principios y derechos consagrados en la Constitución, 

Primacía de los derechos inalienables de las personas, Irrenunciabilidad a los 

beneficios mínimos establecidos en normas civiles,  y Derechos adquiridos 

conforme a las leyes sociales 



Por más, la Corte Constitucional ha entendido que el amparo del derecho a tener una 

vivienda digna, a ser protegido por el estado, por vía de tutela es procedente, en los 

siguientes eventos: 

“La protección por conexidad con derechos fundamentales como la vida, 

integridad física o la igualdad.” 

“La protección de seguridad social como derecho fundamental de las personas 

quienes tenemos derecho a una vida digna más cuando su capacidad laboral ha 

disminuido.” 

De otro lado, salta de bulto que tampoco tuvo en cuenta lo normado en LA LEY 

1251 DE 2008 por lo cual se dictaron normas tendientes a procurar la 

protección, promoción y defensa de los Derechos de los adultos mayores. Ley 
dictada en armonía con lo dispuesto en el Artículo 46 de la CONSTITUCION 

POLITICA DE 1991, LA DECLARACION DE LOS DERECHOS HUMANOS DE 

1948, Y OTROS TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES 

SUSCRITOS POR COLOMBIA SOBRE LA MATERIA. 
 

Expuesto lo anterior, ruego al Señor, (a) juez, (a) no sólo avocar el conocimiento de la 

presente acción, como es su deber constitucional, sino también atender las súplicas de 

la presente acción de tutela, por lo que ruego acceder a las siguiente es pretensiones: 

PETICION 

1. Ruego a esa Honorable Corporación, de manera atenta y respetuosa, TUTELAR 

los derechos fundamentales del  suscrito  atinentes  en el preámbulo de la Carta 

política y artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 13, 15, 16, 28,  29, 31, 46, y  51,  en 

conexidad con la Dignidad humana, Garantía de efectividad de los 

principios y derechos consagrados en la Constitución, Primacía de los 

derechos inalienables de las personas, Irrenunciabilidad a los beneficios 

mínimos establecidos  en normas civiles, y Derechos adquiridos 

conforme a las leyes sociales. Por violar directamente el debido proceso 

y el derecho de petición y los demás derechos indirectamente. 

2. Que se despache favorablemente La medida provisional, en el sentido de que 

sea suspendida la diligencia de remate del bien inmueble debidamente 

embargado, secuestrado y avalado se propiedad del señor, CARLOS HENRY 

ACOSTA FRANCO que está programada para el día 2 de agosto de 2023 hora 

9 am. 

3. Que se notifique y vincule al juzgado segundo civil municipal de Ibagué y emita 

una respuesta de fondo a su despacho de por qué no ha vinculado como 

litisconsorcio necesario a los despachos planeación municipal y espacio público. 

4. Que se notifique y se vincule a la alcaldía municipal de Ibagué. 

5. Que se notifique y vincule a la empresa PIJAOS ASOCIADOS y a su representante 

legal la señora, OLGA LUCIA RIOS ARBOLEDA, para que le informe a usted como 

juez constitucional de porque han usufructuado un bien público si los permisos 

de ley 

6. Que se notifique y vincule a la oficina de planeación municipal de Ibagué, para 

que se certifique si el predio en mención es un separador de una vía. 

7. Que se notifique y vincule a la oficina de espacio público de Ibagué para que se 

pronuncie sobre estos hechos 

 8. Que, en caso de desacato, se proceda a imponer a los infractores las sanciones 

correspondientes, de acuerdo a lo previsto en el artículo 52 del Decreto Reglamentario 

2591 de 1991. 

PRUEBAS 

Ruego tener como tales las siguientes 

Documental: 

1. Copia de las peticiones hechas al juzgado segundo.  

2. Copia de la sanción impuesta por espacio público. 

3. Copia de las peticiones a planeación municipal. 

4. Copia del plano de la zona. 



5. Copia de la certificación de la junta de acción comunal. 

6. Peticiones quejas y reclamos. 

7. Copias de los contratos de arrendamiento del antiguo y el reciente. 

8. Carta presidente de la junta de acción comunal de la zona las seños Rufino. 

ANEXOS 

Lo enunciado en el acápite de pruebas, copia de la acción y sus anexos para traslado 

para el Honorable juzgado y copia de la acción para archivo de ese Despacho Judicial. 

  JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación de este 

escrito, manifiesto que yo, MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL, que no he 

presentado otra acción de tutela ante ninguna otra autoridad judicial por los mismos 

hechos.  

 

 NOTIFICACIONES   

 

En el siguiente email:  
Magal.guzman2017@hotmail.vom 
 

 

Los despachos accionados: 

Email del juzgado segundo civil municipal  

j02cmpaliba@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Email de la Secretaria de planeación  

planeacion@ibague.gov.co  

Email de la Secretaria de espacio publico 

espaciopublico@ibague.gov.co  

 

Del Señor juez, 

 

 

MANUEL ANTONIO GUZMÁN BERNAL  

CC 93.355.064 de Ibagué, Tolima. 
Email: Magal.guzman2017@hotmail.com   

Móvil: 3006418800 
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